Ricardo Bach de Chazal, Abogado, autor del libro El aborto en el derecho positivo Argentino: encuadró al aborto como una violación a los derechos humanos destacando que desde la concepción las personas tienen derechos y que dentro de esos derechos es fundamental el derecho a la vida. Señaló la inconstitucionalidad de las excusas absolutorias. Al referirse al “peligro para la vida de la madre” enfatizó que “no hay una vida que valga más que la otra” y al analizar el “peligro para la salud de la madre” marcó que “la salud y la vida son bienes de distinta jerarquía”. “Todo supuesto de aborto implica la privación arbitraria de la vida” afirmó, y mostró después que esto, además, se opone a la normativa de rango constitucional vigente, describiendo particularmente los alcances de la Convención de los Derechos del Niño.

Lucila Larrandart Titular del Departamento de Derecho Penal de la UBA, Juez de Cámara del Tribunal Oral en lo Criminal Federal Nº 1 de San Martín: comenzó por abultar, de un modo increíble, las estadísticas sobre mortalidad materna y el número de mujeres que mueren por practicarse un aborto. Describió tres modos de abordar legalmente el aborto: la penalización total, la despenalización total y la despenalización en algunos casos particulares como contempla el art. 86 del Código Penal. Solicitó para esto último una redacción que no le deje al médico ningún margen de duda a la hora de practicar el aborto.

Al término de las exposiciones la senadora Parrilli le replicó a Toller que a la mujer que quiere abortar “también hay que dejarla pensar como quiera y vivir como piensa” y recordó  que en Neuquén, su provincia, los abortos están reglamentados. Finalmente, con una actitud inédita en un senador de la Nación, requirió la opinión de Sebastiani sobre lo expuesto por Toller y la de Alanís sobre lo manifestado por De la Fuente. Tras la descalificación de Toller y De la Fuente concluyó el “democrático” debate.
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Senado de la Nación

HOMOMONIO EN EL SENADO: 4º REUNIÓN DE COMISIÓN

Por Mónica del Río
Se realizó esta mañana la cuarta reunión de la Comisión de Legislación General del Senado que tiene en estudio el Proyecto de ley en revisión que intenta legalizar el seudo-matrimonio homosexual (Vid Notivida Nº 690, 697 y 698). 

Los oradores

Andrés Gil Domínguez, constitucionalista: “Desde la Reforma constitucional del 94 el Estado de derecho manda y vincula”. Ese estado de derecho, añadió, “reasegura el pluralismo” y “una sociedad pluralista debe respetar los derechos humanos”. “Todos los estados de vida valen lo mismo” y “no hay derechos que valgan más que otros”. Destacó que “no tiene que haber paraísos e infiernos” y que “cada uno tiene que poder construir su propia biografía”. Enfatizó que la Constitución Nacional al referirse al culto sólo involucra beneficios económicos y agregó “no establece vínculos morales”.
Roberto Gargarella, abogado especialista en Derechos Humanos: “La Constitución Nacional es un pacto de igualdad” y “para romperlo hay que justificarlo con argumentos sólidos”, tras la afirmación arremetió contra los que expusieron en Diputados. Para Gargarella “nadie dio definiciones relevantes”. Cualquier argumento basado en las tradiciones es flojo, recalcó. Aseguró que “el matrimonio es un mero concepto y, como tal, “debe estar a nuestro servicio y puede ser modificado”.

Laura Clericó, abogada especialista en Derecho Constitucional: “El artículo 172 del Código Civil viola el derecho a la igualdad y a la autonomía”. Sostuvo que “no se puede discriminar por sexo u otra condición social” y, según su interpretación, dentro de la “condición social” entra la “orientación sexual”. “Las parejas de distinto sexo pueden optar por casarse o no”, tras esa afirmación manifestó que los homosexuales, en cambio, tienen que acudir a la Justicia y de allí concluyó que eso “señala la discriminación”. “La libertad de casarse es un derecho fundamental y el que no lo reconoce busca que se violen derechos de terceros”. Intentó rebatir dos de los argumentos de los que se oponen al proyecto (la falta de fecundidad de las parejas homosexuales y los riesgos de la adopción) y remató diciendo que la falta de sustento de esas críticas deja nuevamente al descubierto la discriminación.

José Miguel Onaindia, abogado, especialista en legislación cultural: describió los tres derechos constitucionales que reglamenta esta reforma del Código Civil: 1) el derecho a casarse y formar una familia que, enfatizó, “es para todos”; 2) el derecho a la igualdad, que “impide la discriminación por orientación sexual” y 3) el derecho a la dignidad. No se puede discriminar con el nombre de la figura jurídica, dijo, “a veces las palabras humillan y discriminan más que las acciones”.
Marcos Córdoba, abogado: el especialista en derecho de la UBA aseguró que “en la actualidad se reconocen distintos tipos de familia” y que “la motivación para formar una familia no es un elemento del derecho”. Explicó que lo que motiva la tutela es la necesidad de asistencia y sostuvo que “toda forma de familia merece protección”. Enumeró distintos tipos de convivencia (dos ancianas, un joven que vive con la familia del hermano, abuela y nieta, etc.) y concluyó que si sólo tutelamos a las parejas del mismo sexo el resto, con razón, se va a presentar a la justicia. “Cuando se otorgan beneficios no son para la satisfacción del ciudadano que los recibe”, añadió, “sino por que ese ciudadano coopera con el bien de la sociedad”. 

Marilina Hotton, abogada y Jefa de asesores de la diputada Cinthya Hotton, señaló que el proyecto adolece de vicios estructurales y provoca discriminaciones injustas. Entre ellas citó que: 1) con el proyecto la mujer desapareció del Código Civil, no dice más madre o esposa, todos pasamos a ser “asexuados y neutros”, ahora somos “cónyuges o contrayentes”; 2) la mujer heterosexual no le puede poner su apellido a su hijo cosa que podrá hacer una lesbiana; 3) cuando un matrimonio se separa el hijo menor de cinco años queda con la madre mientras que en el caso de la separación de dos gays quedaría con un hombre; 4) para adoptar hay que demostrar la incapacidad para procrear, en el caso de los heterosexuales eso lleva mucho tiempo mientras que en las parejas homosexuales es evidente, lo que les agilizaría la adopción; 5) un bisexual no tiene derecho a casarse con dos personas. Destacó finalmente el perjuicio que la ley traería a los niños y a la ciudadanía en general y felicitó a los 109 diputados que votaron en contra. 
Pilar Zambrano, doctora en derecho por la Universidad de Navarra, especialista en Filosofía del Derecho de la Universidad Austral: intentó aportar “criterios de decisión razonables”. Tocó dos ítems: laicidad y derecho. Con respecto al primero insistió en que “la Constitución es liberal” y que “la sociedad está anclada en principios liberales” por lo que –según Zambrano- “no se pueden dar argumentos de fe”. Eso no significa, añadió, que alguien pueda ser descalificado porque “en privado profesa una fe”. Con respecto a lo segundo inquirió si todo deseo es un derecho, señalando que el número de deseos es ilimitado e incompatible con los deseos de los demás. “Si el derecho es coactivo es justamente porque contradice el deseo”. Exhortó finalmente a los senadores a indagar cuál es la opción que promueve el bien de todos.
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Senado de la Nación

ABORTO EN EL SENADO: 1º REUNIÓN DE COMISIÓN

Por Mónica del Río
Presidida por la salteña Sonia Escudero se realizó ayer la primera reunión de la Comisión de Legislación Penal del Senado que tiene en estudio cuatro proyectos referidos a aborto. Uno restringe las inconstitucionales excusas absolutorias del art. 86 del Código Penal, dos las amplían y el último provocaría –en la práctica- la legalización irrestricta del aborto. 
Proyectos
-          Expte. S-62/09, de los puntanos Liliana Negre de Alonso y Adolfo Rodríguez Saá (Alianza Frente Justicialista). Elimina la no punibilidad en los casos de violación a mujer demente o idiota (art. 86, inc. 2)

-          Expte. S-72/10, de Adriana Bortolozzi (FpV, Formosa). Incorpora a las excusas absolutorias los casos de anencefalia y de violación. 

-          Expte. S-588/10, también de Adriana Bortolozzi. Incorpora a las excusas absolutorias los casos de anencefalia y de violación, este último dentro de las 12 semanas de gestación. 

-          Expte. S-397/10, de Elena Corregido (Alianza Frente Justicialista, Chaco). Cofirmado por: los fueguinos José C. Martínez y María Rosa Díaz (ambos del ARI), Teresita Quintela (Partido de la Victoria, La Rioja), Nanci Parrilli (FpV, Neuquén) y Ana María Corradi De Beltrán (Santiago Viable, Sgo. del Estero). Legaliza el aborto cuando corre riesgo la vida o la salud de la madre, eliminando la actual exigencia de que ese peligro no pueda ser evitado por otros medios y extendiendo el concepto de salud al “completo bienestar físico, mental y social” lo que equivale a la legalización irrestricta del aborto. En ningún caso se requerirá autorización judicial o la intervención de un Comité de Bioética, el plazo para practicar el aborto es de tres días, los profesionales de la salud podrán hacer objeción de conciencia pero todo centro de salud estará obligado a “garantizar los recursos físicos y humanos” para que se realice el aborto, de no hacerlo le cabrían las penas contempladas en el art. 248 del Código Penal (prisión de un mes a dos años e inhabilitación especial por doble tiempo). Aunque lo anterior ampara cualquier solicitud de aborto el proyecto expresamente menciona, además, la legalización del aborto en casos de violación y cuando “la mujer necesita recibir tratamiento médico, y este estuviera contraindicado durante el embarazo”. 

Los oradores

Marta Alanís, Coordinadora de “Católicas por el Derecho a Decidir” (CDD): se definió como “católica”. Contó que proviene de una familia católica pero que fue reflexionando sobre lo que aprendió “como dogmático”. En la juventud se relacionó con la Teología de la Liberación que, afirmó, “entronca con el feminismo”. Citó a una “teóloga brasilera” que decía que “el aborto no es pecado” y añadió que “fue perseguida por Ratzinger cuando estaba en la Congregación para la Doctrina de la Fe”. Reivindicó el “derecho al aborto” y aseguró que la mayoría de las católicas argentinas se identifican con esto, pero no lo dicen “para no exponerse”. Dedujo que si el 80% de la población es católica y se practican 500.000 abortos anuales “existe un desacato silencioso al Vaticano y a la jerarquía”. Dijo que “cada embarazada decide cuando su feto es persona” (sic) y reclamó aborto a petición hasta la semana 12 y en cualquier momento en los casos de violación.

Mario Sebastiani, Ginecólogo del Hospital Italiano: es uno de los médicos que más ha bregado por la legalización del aborto en el país. Reclamó “una normativa clara” para atender la salud. Se refirió al concepto de salud como bienestar “biofísico, psíquico y social”. Sostuvo que los 500.000 abortos que se practican al año implican “muerte y clandestinidad”. 

Carolina De la Fuente, Psicóloga, especializada en el Síndrome Post Aborto: describió el “vínculo” que se genera entre madre e hijo desde el momento de la concepción y explicó que “el aborto provoca la ruptura de ese vínculo”, un hecho traumático que lleva a la mujer a “deshumanizar al hijo” (con eufemismos como “acabar con el atraso”, “eliminar el coágulo”…). Mencionó los síntomas del síndrome post aborto, si la mujer es consciente habitualmente llora y elabora el duelo, si no, manifestará apatía y decaimiento. Afirmó que el sentimiento de culpa genera “conductas autodestructivas”. “Los canales para descargar la agresividad se rompen con el aborto” y sobreviene el insomnio y las pesadillas con imágenes recurrentes. Refirió que el trauma que provoca la violación, genera en la mujer “impulsos agresivos que hay que acompañar y encauzar”.

Fernando Toller, Abogado, Profesor de Derecho de la Universidad Austral: habló de objeción de conciencia, “un derecho humano fundamental”. Les anticipó que en este país “hay muchas personas dispuestas a ir a la cárcel” para no traicionar sus convicciones. La libertad, protegida por la Constitución, aseguró Toller, exige que nadie sea forzado. Pidió que le permitan a los que piensan distinto “pensar como quieran y vivir como piensan”. Planteó a la objeción de conciencia como contrapartida de la “obediencia debida”. Solicitó que la objeción de conciencia individual ampare también a los empleados del centro de salud que no son profesionales (al chofer de la ambulancia, a los que tiene que limpiar el quirófano…) y reclamó que se permita la objeción institucional. “Una persona jurídica no es una entelequia es un grupo de personas” y “no puedo perder al asociarme, con fines útiles, derechos universales”, enfatizó.
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